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INTRODUCCIÓN 
 
  
 Es importante abordar de una manera objetiva el origen del desplazamiento forzado en el 
país, establecer sus causas y consecuencias, atendiendo que se trata de un fenómeno que se ha 
venido presentando en todo el territorio nacional, y especialmente, en las regiones más 
vulnerables  donde no ha existido una presencia eficaz y efectiva del Estado. 
 
 
 Se resalta que el conflicto armado interno de nuestro país, ha sido el de más larga 
duración en Latinoamérica, por más de cuatro décadas, ha conllevado a que muchas familias, 
grupos étnicos y personas en condición de vulnerabilidad, hayan abandonado sus tierras y bienes 
para huir del conflicto armado que se presenta para proteger sus vidas y las de sus familias. 
  
 
 Las comunidades son desplazadas en favor o beneficio de quienes detentan el poder en el 
territorio mediante el uso de las armas, intimidando, amenazando y coaccionando para luego 
aprovechar los bienes y territorios usurpados con el objeto de ser utilizados para construir 
reductos en donde su mayor uso es el narcotráfico en la modalidad de cultivos ilícitos para la 
producción de sustancias estupefacientes, igualmente son utilizados para el entrenamiento militar 
de grupos ilegales que operan en el territorio. 
 
 
Se procura abordar el desplazamiento desde el ámbito general del fenómeno en Colombia y los 
derechos fundamentales, tales como el derecho a la dignidad humana (art. 1 C.P.), la vida (art. 11 
C.P), igualdad (13),  libre locomoción (24) y la salud (art. 48), el marco normativo vigente como 
política social en busca de la reparación y restitución de sus derechos conculcados en sus 
territorios y el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional y los tratados de derecho 
internacional ratificados por Colombia 
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 Se aclara que no se cuenta con datos estadísticos exactos que permitan numerar realmente 
el número de familias o personas desplazadas debido a que muchas víctimas no denuncia por 
temor a represalias y muchas que no siendo víctimas aprovechan la debilidad del Estado para 
incluirse en las listas y obtener beneficios, además que las entidades no cuentan con actualización 
de datos. 
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1. FUNDAMENTACIÓN  DE LA  INVESTIGACIÓN 
 
 
 La principal problemática que se pretende analizar es la identificación sobre si existe una 
efectiva y eficaz implementación de los instrumentos constitucionales y legales con los que 
cuenta el Estado Colombiano para la protección de las personas que se hallan en situación de 
desplazamiento como consecuencia del conflicto armado en Colombia. 
 
 
 El desplazamiento forzado trae muchas consecuencias, y constitucionalmente la más 
permeable es que se vulneran los derechos fundamentales de las víctimas, frente a este hecho 
denigrante de derechos tanto constitucionales como del derecho internacional humanitario y de 
derechos humanos existen muchas definiciones, tanto nacionales como internacionales, para 
referirse a la "población desplazada". En el caso concreto, y por ser un proyecto basado en la 
legislación vigente, la jurisprudencia y pronunciamientos internacionales, se optará por la 
definición más acertada producto de la normatividad y las leyes colombianas, como  la Ley  387 
de 1997, la cual en su artículo 1 textualmente señala:  
 
“Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando 
su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su 
seguridad o libertad personal han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión 
de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, 
violencia generalizada, violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar 
o alteren drásticamente el orden público”. 
 
 
 Sin lugar a dudas, el preámbulo anterior,  establece a grosso modo las causas del 
desplazamiento interno en Colombia, ¿pero cuáles son sus consecuencias?,  las consecuencias 
que ha generado el desplazamiento forzado son  depredadoras, algunas veces irreversibles en la 
población civil, afectándola desde lo  psicológico, familiar, social y económico, generando 
trastornos tales como los sentimientos de temor, desamparo y desconfianza; la descomposición 
familiar, ruptura del tejido social, pérdida del patrimonio consolidado durante toda la vida, 
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negación de los derechos fundamentales económicos y sociales (trabajo, libertad, salud, 
educación y vivienda), discriminación y estigmatización entre otros 
 
 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
 ¿Cuáles son las consecuencias que ha generado el desplazamiento forzado en 
Colombia? 
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2. JUSTIFICACIÓN 
 
 
 Es importante conocer el marco constitucional, normativo y jurisprudencial de los 
“Derechos fundamentales vulnerados a la población desplazada por el conflicto armado”, recae 
específicamente en determinar si los instrumentos jurídicos con los que cuenta el Estado 
Colombiano a los cuales pueden apelar las víctimas para una eficiente, efectiva y eficaz 
resolución de sus problemas, siendo también de gran importancia que las instituciones encargadas 
de proteger y garantizar esos derechos conculcados cuenten con los mecanismos y sistemas para 
dar una respuesta oportuna a la problemática. 
 
 
 Finalmente, existe un amplio marco jurídico de protección de los derechos fundamentales 
de las víctimas del desplazamiento, especialmente luego de la expedición de la Constitución de 
1991 
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3. OBJETIVOS 
 
 
3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
 Determinar, del análisis de causas y consecuencias del desplazamiento forzado, si los 
instrumentos constitucionales y legales vigentes se aplican eficaz y oportunamente en la 
población víctima del conflicto armado interno en Colombia 
 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 
- Analizar el fenómeno del desplazamiento en Colombia y el impacto social en las víctimas.  
 
- Examinar el marco constitucional y legal vigente para la protección, prevención y detección 
de las víctimas del desplazamiento. 
 
- Definir el desplazamiento forzado en Colombia, sus orígenes, causas y consecuencias. 
 
- Analizar la jurisprudencia reciente de la Corte Constitucional relacionada con la protección 
de los derechos fundamentales de la población en situación de desplazamiento. 
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4. HIPÓTESIS 
 
 
 
 AFIRMATIVA 
 
  
 El flagelo del desplazamiento en Colombia ha disminuido y se nota esta afirmación en la 
efectiva acción por parte del Estado reflejado en políticas públicas eficientes que garantizan una 
capacidad de respuesta oportuna a los problemas sociales de la comunidad. 
 
 
 
NEGATIVA 
 
  
 El flagelo del desplazamiento en Colombia se presenta porque en el marco del conflicto 
armado los grupos al margen de la ley pretenden usurpar las tierras y bienes de las víctimas para 
el dominio y control de los territorios, esto sumado a la falta de unas políticas públicas eficientes 
que garanticen una capacidad de respuesta oportuna a los problemas sociales de la comunidad, 
aunado a ello, la deficiente y efectiva aplicabilidad a la política criminal y política pública del 
Estado en estos territorios. 
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5. MARCO REFERENCIAL 
 
5.1. MARCO DE ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 
 
5.1.1. ESTADO DEL ARTE 
 
 El desplazamiento forzado en Colombia es producto de la coerción de diversos frentes de 
violencia en el país y constituye una de las principales fuentes de desempleo, pobreza extrema, 
vulneración de derechos fundamentales, desigualdad y deterioro social. 
 
 
 El flagelo del desplazamiento forzado ha sido tema de variados tratadistas, doctrinantes, 
jurisprudencia, todos ellos tanto del orden nacional como internacional, debido al gran impacto 
en la dignidad y los derechos humanos. 
 
 
 La autora Ana María Ibáñez Londoño, en su obra «El desplazamiento forzoso en Colombia: 
un camino sin retorno hacia la pobreza», Universidad de Los Andes (2009),  
 
Aspectos: expone como la migración forzada en el país no cesa. Para la mitad de 2008, más de 
tres millones y medio de colombianos abandonaron su hogar a causa de los rigores del conflicto.  
 
 
 El flujo de población desplazada, continuo desde 1995, ha retomado vigor en 2008. Pese a 
la visibilidad del drama del desplazamiento, el país aún debate si esta población migró debido al 
conflicto y si la sociedad, representada por el Estado colombiano, debe compensarla por el 
proceso que padecieron. Las discusiones están dominadas por la pasión que genera el tema, y en 
muchos casos carecen del rigor con el cual deberían abordarse.  
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 El fin de este libro es contribuir a la discusión, con un análisis económico y estadístico, 
abordando tres temas: demostrar que la migración fue producto de la violencia armada y no de 
una migración voluntaria, evaluar las pérdidas económicas como consecuencia del 
desplazamiento y discutir políticas públicas para dar a la población desplazada la oportunidad de 
ser miembros productivos de la sociedad. La conclusión principal del libro es clara: sin una 
intervención decidida de la sociedad, la población desplazada y sus futuras generaciones están 
condenadas a la pobreza. 
 
 
 Se hacen así reflexiones sobre la responsabilidad del Estado y de la misma sociedad, 
sobre el desplazamiento sufrido por las víctimas del conflicto armado, generando así un debate al 
respecto. 
 
 
 Así mismo en la obra conjunta de Unicef Colombia y la Consultoría para el Desplazamiento 
Forzado y Los Derechos Humanos, titulada «Desplazamiento y violencia en una nación 
fragmentada», (1999), se resalta la magnitud de la situación al establecer cifras que hasta el 
momento no se creía podría alcanzar el flagelo del desplazamiento: 
 
 «Conocer que en Colombia existen más de un millón de desplazados sacudió las conciencias del 
ciudadano común así como de los organismos no gubernamentales y gubernamentales dentro y fuera del 
país. El estudio pionero de la Conferencia Episcopal develó el más grande fenómeno causado por el 
conflicto armado que desde hace más de 30 años tiene sumida a Colombia en el dolor. 
 
 Codhes, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento, acompañó este estudio 
y abrió puertas a nuevos análisis y nuevas investigaciones que claramente señalan al desplazamiento 
forzado como la más flagran te violación de los derechos humanos en los últimos tiempos en Colombia. 
Codhes / Unicef, desde 1996, inician nuevos planteamientos en el análisis del fenómeno, orientados a 
profundizar el estudio de los grupos etáreos más afectados con criterio de género. Los resultados indican 
que niños, niñas y mujeres, alrededor del 65% de la población afectada, son los que más sufren 
los efectos del desplazamiento interno en el país. 
 
 El desafío más importante fue asumido por Codhes / Unicef en el campo de la prevención. Se 
trata no sólo de identificarlos desplazamientos sino de iniciar una estrategia que anuncie los mismos y 
pueda alertar a la población civil, a los organismos no gubernamentales y gubernamentales y a la 
comunidad internacional para evitar el sufrimiento de los niños y sus familias, que huyen despavoridas 
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ante las amenazas y el terror causado por los grupos armados, a través del diseño del Sistema de Alerta 
Temprana. 
 
 Codhes abre de esta manera, , una vez más, un nuevo camino técnico y metodológico, sencillo y 
claro. El Sistema de Alerta Temprana es una herramienta en proceso de perfeccionamiento que ha 
anunciado, con más de un 70% de certeza, dónde se van a desencadenar procesos de desplazamiento. 
Corresponde ahora a los organismos gubernamentales y no gubernamentales, a las iglesias, a la 
comunidad internacional y a los medios de comunicación, usar este instrumento para responder al 
campanazo de alerta que está sonando y que podría prevenir miles de atropellos contra la población civil, 
en especial contra la niñez. 
 
 Los informes que en este libro recogemos son resultado del esfuerzo de un puñado de defensores 
de la vida, quienes con Jorge Rojas a la cabeza y a pesar de distintas dificultades, han hecho de su 
trabajo investigativo una misión y un proyecto de vida en favor de las poblaciones más vulnerables, 
asumiendo todos los riesgos en un país en el que son amenazadas las personas por defender los derechos 
de la población civil víctima del conflicto.» 
 
 
  
 Publicación se tituló «Con derecho para desplazar»: La historia del Catatumbo, y 
especialmente de Tibú, ha estado signada por su ubicación estratégica en la frontera con la 
República Bolivariana de Venezuela y por contar con innumerables riquezas naturales 
renovables y no renovables. 
 
 
 El pueblo indígena Barí es la víctima más antigua del ingreso de actores, de los 
con¬flictos y de las transformaciones del territorio. Su exterminio y desterritorialización fue 
amparado por el compromiso “legal” de proteger a las multinacionales beneficiarias de la 
Concesión Barco del “arco y la ¬flecha” indígena. 
 
  
 La tercera obra fue titulada «Pueblos arrazados»: El desplazamiento forzado ocurrido en el 
municipio de El Castillo, Meta, que primero fue silencioso e invisible y luego generalizado, 
ocasionó también el arrasamiento de diferentes expresiones de vida, cuando por lo menos 
diecinueve de sus veredas y cuatro de sus centros poblados quedaron vacíos luego de las 
operaciones de retoma de la zona de distención y de la militarización y paramilitarización del 
territorio. A lo que se suma el acumulado de violencia sociopolítica padecida por los 
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habitantes del municipio desde la década de los años ochenta, al fraguarse el exterminio de la 
Unión Patriótica y del Partido Comunista Colombiano, y la perpetuación de diferentes 
acciones por la guerrilla de las FARC.  
 
 
 Y finalmente se expidió el informe «Cruzando la frontera»: En el contexto de la 
violencia contemporánea en Colombia, miles de ciudadanos se han visto forzados a migrar fuera 
del territorio nacional, cruzando las fronteras internacionales en búsqueda de protección o refugio 
en los países vecinos. Estas personas, además de abandonar su hogar y sus actividades 
económicas, huir de su país dejando atrás sus costumbres y sus formas de vida en Colombia, son 
víctimas de una modalidad de desplazamiento forzado: el éxodo transfronterizo. Esta forma de 
violencia, que se vive con mayor intensidad en las regiones fronterizas, es el resultado de las 
estrategias de guerra empleadas por todos los actores del conflicto armado, incluyendo aquellas 
dirigidas contra población civil.  
 
 
 De igual manera, Como antecedente investigativo encontramos  el informe  titulado “La 
Crisis Humanitaria en Colombia persiste. El pacifico en disputa Informe de 
Desplazamiento Forzado en 2012”. Realizado por el equipo investigativo de Codhes Sonia 
Londoño, María Angélica Gómez, Gabriel Rojas, Hélmer Quiñones, Ariel Palacios, Patricia 
Tobón, Marcos Oyaga, y Bibiana Ortiz. El  informe trata sobre el desplazamiento y la crisis 
humanitaria en el 2012, la cual desafortunadamente sigue extendiendo por todo el territorio 
nacional, para lo cual es centro investigación  CODHES  realiza este informe  con especial 
énfasis en los departamentos del Pacífico, en Antioquia, Putumayo y Norte de Santander, se 
enmarcaron en una coyuntura determinada por varios hechos. 
 
 
 Monografía de grado titulada “La restitución de la tierra y la prevención del 
desplazamiento forzado en Colombia” por  Felipe Gómez Isa (2010). 
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Aspectos: En esta monografía el doctrinante habla sobre el conflicto armado interno en Colombia 
y que lo caracteriza. De manera que Gómez desde el  punto de vista humanitario y desde la óptica 
de la protección de sus derechos argumenta su investigación. Haciendo énfasis en que algunas de 
las razones fundamentales de dicho desplazamiento descansan en una dinámica de control y 
apropiación territorial con fines tanto estratégico-militares como puramente económicos. 
 
 
 Artículo denominado “La justicia transicional en Colombia. Los estándares 
internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario en la 
política de Santos” por Andrés Mauricio Valdivieso Collazos (2012).  
 
Aspectos:  Valdivieso argumenta que en su artículo  se analiza el comportamiento histórico de 
Colombia frente al desarrollo del régimen de los derechos humanos, así como también hace 
énfasis en el mismo  sobre las tensiones que han devenido a causa del conflicto armado y como 
este ha vulnerado el cumplimiento de Colombia frente a los estándares internacionales de los 
derechos humanos. 
 
 
 Artículo denominado “Los dilemas de la restitución de tierras en Colombia”, por 
Rodrigo Uprimny Yepes y Nelson Camilo Sánchez (2010). 
 
Aspectos: En este artículo se puede observar argumentos sobre encuentros estratégicos en el tema 
de sustitución de tierras en distintos sectores del país, así también se encuentran posiciones sobre 
las políticas de  restitución  y redistribución a favor del campesinado  y comunidades étnicas 
Colombianas. 
 
 
 Libro titulado “Ley de víctimas y restitución de tierras. Derechos y garantías de las 
víctimas en el conflicto armado interno colombiano” del autor Luis Domingo Gómez 
Maldonado (2013). 
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Aspectos: El autor compendia la Ley 1448 de 2011 en forma comentada, concordada y con 
importantes citas jurisprudenciales de la Corte Constitucionales, además apoya el material con la 
normativa aprobatoria de tratados y convenios sobre derechos humanos y derecho internacional 
humanitario que pueden ser aplicables en Colombia, especialmente en el conflicto armado 
colombiano. 
 
 
 Informe “Seguimiento al proceso de restitución de tierras. Sistema de seguimiento de 
la CGR para el seguimiento y monitoreo a la restitución de tierras” expedido por la 
Contraloría General de la República (2013). 
 
Aspectos: La entidad ha trabajado en un plan de seguimiento del proceso de restitución de tierras 
en el país para lo cual avanzó en el diseño de una serie de instrumentos para ser aplicados de 
manera permanente durante los diez años de vigencia de la ley, de manera que permitan innovar 
el quehacer tradicional e institucional y dar cuenta de los resultados y avances de la política de 
restitución de tierras año a año.  
 
 
 Entre las conclusiones es posible resaltar: “Al analizar las cifras del proceso de restitución 
de tierras, se observa que a pesar de la alta demanda, son pocos los beneficiarios que hasta el 
momento han logrado el restablecimiento de sus derechos sobre la tierra, debido principalmente 
al bajo porcentaje de territorio microfocalizado. Vale la pena resaltar que en aras de tener un 
mayor cubrimiento se podrían estudiar aquellos municipios donde existe concepto favorable de 
seguridad y que aún no han sido microfocalizado”. 
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 5.2. MARCO CONCEPTUAL 
 
 El auto 218 muestra los problemas estructurales de la política pública para el 
desplazamiento forzado y abre la posibilidad de nuevas experiencias de audiencia pública para 
examinar el informe que presentó el gobierno el 13 de septiembre de 2006, así como sobre los 
indicadores de seguimiento pensadas desde un enfoque de realización de derechos. 
 
 La sociedad colombiana debe respaldar la gestión de la Corte en esta materia, porque con 
ello está en juego la eficacia de la acción de tutela en Colombia, la existencia de una línea 
jurisprudencial garantista, que es producto del sistema de control constitucional independiente 
establecido en la Constitución de 1991 y, lógicamente, la suerte de los desplazados que es la 
misma suerte de Colombia como proyecto de nación.  
 
 Desde una perspectiva de realización de derechos, la prueba de cumplimento de esta 
sentencia no puede ser otra que la transformación de las condiciones de precariedad social que 
hoy viven las comunidades desplazadas. 
 
 Es de anotar que la población desplazada ha hecho uso del recurso de protección más 
destacado del Estado Social de Derecho, como es la Acción de Tutela para reclamar sus de 
Derechos Fundamentales vulnerados con el desplazamiento como son: el derecho a la vida, la 
igualdad, la integridad personal, la paz, la dignidad, la libertad, a residir en lugar elegido, a la 
libre locomoción, a la protección estatal, vivienda digna, al mínimo vital, acceso a la educación, 
libertad de escoger profesión u oficio, a la propiedad y al libre desarrollo de la personalidad entre 
otros. 
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5.3. MARCO HISTÓRICO Y CONTEXTUAL 
 
 No es de menor relevancia los derechos de las víctimas (artículo 11 C. P. P.) cuando el 
Estado está en la obligación de propender por el acceso de estas a la Administración de Justicia 
mediante un trato humano y digno, aportando pruebas o información para la protección de sus 
intereses, siendo informadas sobre decisiones y teniendo derecho a participar en el proceso 
cuando a ello hubiere lugar por si o mediante abogado, recibiendo asistencia integral y por lo 
tanto teniendo derecho a ser oídas y protegidas para que también se de respecto a ellas la trilogía 
de la verdad, la justicia y la reparación. 
 
 
 Además la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su jurisprudencia a reiterado 
que: 
“La reposición o restitución jurídica ameritará de un cuidadoso estudio por la 
Corte Interamericana, dado que en la tradición de la responsabilidad por hecho 
ilícito del Estado se ha aceptado como excepción a la restitutio in integrum la 
contrariedad del derecho interno. El ejemplo de esta práctica se refleja claramente 
en el texto del Acta General de Ginebra sobre Solución Pacífica de las 
Controversias (1928): "Si una sentencia judicial o arbitral declara que una 
decisión tomada o una medida ordenada por una autoridad judicial o por 
cualquier otra autoridad de una de las partes en litigio se encuentra entera o 
parcialmente en oposición al derecho internacional, y si el derecho constitucional 
de la referida parte no permite o no permite sino imperfectamente eliminar las 
consecuencias de esta decisión o de esta medida, las partes con  vienen en que 
deberá ser concedida por la sentencia judicial o arbitral, a la parte lesa, una 
satisfacción equitativa" 
 
 
 
 Lo anterior, se aplica en Colombia, además porque el Bloque de Constitucionalidad que 
está compuesto por la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (Ley 74 de 1968), la Convención Interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura (Ley 409 de 1997), el Estatuto de la Corte Penal Internacional, la Declaración 
de Viena, las Reglas de Mallorca o Reglas de las Naciones Unidas para el Procedimiento Penal y 
los artículos 4, 6, 9, 11, 13, 17, 18, 20, 28, 29, 30 de la Constitución Política de Colombia  
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 El párrafo anterior es de relevancia con respecto al tema de la violación de derechos 
humanos por el desplazamiento forzado en Colombia cuando se reflexionar sobre el rol del 
Estado como garante de los derechos fundamentales, “tanto frente a la propia omisión estatal que 
causa un daño como ante ataques a los derechos protagonizados por terceros que no son evitados 
por el Estado, surge un dilema y que está obligado a prevenir su violación, y en caso de no 
prevenirlo, sancionar al infractor” (Velásquez 1998). 
 
 
 Al pensar en el efecto perpetrador de los derechos aplicado a la responsabilidad del 
Estado es pertinente, ya que lleva a preguntarse hasta dónde llega el deber estatal de prevenir y 
asegurar el efectivo goce de los derechos frente a restricciones originadas en acciones de terceros 
no estatales, como la guerrilla y los narcotraficantes que ocasionan el desplazamiento forzado en 
Colombia, ya que regresando al tema explícito sobre cómo se encuentra la calificación de 
Colombia frente a la aplicación de tratados internacionales sobre este tema, los tratadistas tienen 
posiciones no encontradas y casi que unificadas y siempre en defensa de los derechos de las 
víctimas del desplazamiento forzado. 
 
 
 De acuerdo con artículo publicado  en el informe del Centro Nacional de Memoria 
Histórica titulado (CNMH) “SIN NOTICIAS DE MAS DE 24.000 VICTIMAS  DE 
DESPLAZAMIENTO  FORZADO”. 
Cerca del 94 % de las 26.000 víctimas del desplazamiento forzado en Colombia desde 
hace 43 años, unas 24.440 personas, continúan en paradero desconocido, no han dejado 
rastro ni han regresado a sus casas, según un estudio del Centro Nacional de Memoria 
Histórica (CMH) divulgado este martes. (Centro Nacional de Memoria Historia) 
 
 El CMH presentó cuatro informes sobre las dimensiones, huellas, impactos psicosociales 
y respuesta del Estado a la desaparición forzada de personas como parte del reconocimiento y 
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conmemoración de este flagelo en el marco de la Semana Internacional del Detenido 
Desaparecido. 
 
 Según este organismo, que nació por mandato de la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras de 2011, el elemento que agrava estas cifras es el hábito de los victimarios en el marco 
del conflicto de esconder los cuerpos de los desaparecidos una vez asesinados en alejadas fosas 
comunes, así como incinerarlos o arrojarlos a ríos. 
 
 Es por esta razón, que no hay un registro estadístico con respecto a las desapariciones 
forzosas, y los investigadores del CMH han tenido que cruzar bases de datos oficiales con las de 
organismos humanitarios y proyectar las tendencias, de manera que pudieron concluir que hubo  
26.000 víctimas. 
 
 De igual manera, y bajo los argumentos de los autores, NUBIA BELLO, Marta y 
MOSQUERA, Claudia. Desplazados, migrantes y excluidos: actores de las dinámicas urbanas 
.In: CUBIDES, Fernando y DOMÍNGUEZ, Camilo (Eds). Desplazados, migraciones internas y 
reestructuraciones territoriales. Santafé de Bogotá: Observatorio Sociopolítico y Cultural, 
Centro de Estudios Sociales, Facultad de Ciencias Humanas, Universidad Nacional de Colombia, 
1999, p. 456.2.2.1  
El desplazamiento forzado a causa de la  violencia  es un fenómeno que ha 
afectado a la  humanidad desde  los  primeros tiempos de la existencia del hombre; 
pero en el Estado  colombiano el desplazamiento se puede hablar desde la época de 
la  conquista, el sometimiento a la esclavitud y el desaparecimiento forzado. 
 
 Sin embargo de este fenómeno no existe un registro acertado de víctimas,  sin 
embargo el pueblo colombiano toma  como referencia  la muerte de Jorge Eliecer 
Gaitán, donde el  pueblo se enfrenta unos  con otros, sin embargo de este 
precedente no hay un dato real de cuantas familias  tuvieron que abandonar sus  
tierras, trabajos, etc.  
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 De acuerdo a lo anterior, cabe preguntar ¿porque este fenómeno social  no se tenía en 
cuenta en toda su envergadura?  
 
 
 La respuesta seria  que el territorio colombiano es muy extenso y en esa época las 
condiciones socioeconómicas eran diferentes, primero porque un campesino  abandonaba una 
parcela y se empleaba fácilmente en otro pueblo, y  los desplazamientos también  eran menores 
razón por lo cual la  sociedad podía contribuir a mejorar sus condiciones de vida más fácilmente. 
 
 
 Por esta razón  el fenómeno del desplazamiento no fue visto como un fenómeno social, 
sin embargo esta problemática iba  creciendo a pasos agigantados tras la aparición de grupos 
armados como  el M-19, ELN, FARC, y los grupos paramilitares o (A.U.C.) además de las 
Bacrim. 
 
 
 Tras  la aparición de estos  grupos armados  el gobierno  busco  la paz a través del diálogo 
y  logrando la desmovilización  del M-19, en el gobierno del presidente Andrés Pastrana, se dio el 
diálogo con las FARC,  acordando una zona de distención para negociar la desmovilización de 
este grupo armado, sin embargo este hecho no tuvo  éxito  debido a que las FARC, no cumplió 
con los acuerdos pactados y en cambio se dedicó a incrementar su pie de fuerza por medio de 
masivos secuestros. En consecuencia  aparece un  nuevo grupo armado denominado autodefensas 
unidades de  Colombia (AUC), que  tenían como propósito mitigar el secuestro por parte de las 
FARC, patrocinados por  personas acaudaladas que pretendían reducir el poder de estas fuerzas 
insurgentes. 
 
 
 En consecuencia estos grupos armados queriendo controlar un territorio, sin importarles 
en ningún grado las personas  civiles,  produciendo el terror a su paso realizando masacres tan 
grandes como las del Salado, Mapiripan, Pueblo Bello, Ituango, etc. El estado para reducir este 
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fenómeno  cuenta con el ejército colombiano, quienes tienen como misión proteger  al pueblo 
colombiano, sin embargo esta misión no se  cumplió como debía ser, ya que algunos miembros 
del ejército se aliaron a  grupos ilegales   y contribuían al desplazamiento forzado de sus 
protegidos.  
 
 
 5.4. MARCO JURÍDICO 
 
 El desarrollo normativo en Colombia se centra en dos normas y las mismas surgen del 
desarrollo constitucional, jurisprudencial y en aplicación de tratados internacionales suscritos por 
el país. 
 
 
 Se trata de la Ley 975 de 2005: Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación 
de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera 
efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios. 
 
 
 Además de la Ley 1448 de 2011: Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
 
 
 Para la atención y protección a la población en calidad de desplazado  se expidió la ley 
387 de 1997 y se reglamenta parcialmente con el Decreto 2569 de 12 diciembre de 2000, por 
medio del cual “Se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención 
protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 
violencia en la República de Colombia”  
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 En los últimos diez años el problema de los desplazados se ha incrementado pero al igual 
ha crecido la conciencia y las acciones por parte de las Organizaciones No Gubernamentales 
(ONG) Colombianas y extranjeras para su prevención y atención. Para ello, la Ley 387 de 1997 
señala que:”El Gobierno Nacional brindará las garantías necesarias a las organizaciones de los 
desplazados y a las Entidades No Gubernamentales que desarrollen acciones en pro de los 
derechos humanos y de los desplazados internos”.  
 Desde la óptica educativa, la Ley 387 de 1997 brinda un aporte importante para la 
justificación del proyecto en cuanto a la adopción de programas educativos especiales para la 
población desplazada P.D., en donde expresamente se dispone que: “El Ministerio de Educación 
Nacional y las Secretarías de Educación departamentales, municipales y distritales, adoptarán 
programas educativos especiales para las víctimas del desplazamiento por la violencia. Tales 
programas podrán ser de educación básica y media especializada y se desarrollarán en tiempos 
menores y diferentes a los convencionales, para garantizar su rápido efecto en la rehabilitación 
y articulación social, laboral y productiva de las víctimas del desplazamiento interno por la 
violencia”.  
 
 
 La Ley 387 de 1997 estableció la necesidad de contar con un Plan Nacional de Atención a 
la Población Desplazada, concebido como el instrumento de política pública en materia de 
desplazamiento para las entidades públicas del orden nacional y territorial que desarrollan 
competencias y para las entidades del sector privado como herramienta de intervención y apoyo 
complementario a las acciones del Estado Colombiano.  
 
 
 El 12 de diciembre del año 2000, se expidió el Decreto 2569, por medio  del cual se 
reglamentó el artículo 32 de la Ley 387 de 1997, con el propósito de evitar la dispersión de las 
instituciones que cuenta con funciones para atender a la población desplazada, señalándose que 
las atribuciones legales de la Red de Solidaridad Social son complementarias y afines a las 
conferidas al Ministerio del Interior, igualmente que en relación con la inscripción de la 
población desplazada por la violencia se delega a la Red de Solidaridad Social como la  entidad 
coordinadora del Sistema Nacional de Información y Atención Integral a la Población 
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Desplazada por la Violencia, entidad que deberá efectuar el Registro Único de Población 
Desplazada, constituyéndose entonces en la herramienta técnica, que busca identificar a la 
población afectada por el desplazamiento y sus características y tiene como finalidad mantener 
información actualizada de la población atendida y realizar el seguimiento de los servicios que el 
Estado presta a la población desplazada por la violencia.  
 
 
 El Decreto 2562 de noviembre 27 del 2001 que reglamenta la Ley 387 de 1997 establece 
para las entidades territoriales las siguientes obligaciones: 
 
• Garantizar la prestación del servicio público educativo a la población desplazada. en 
niveles de preescolar, básica y media. 
 
• Efectuar las matriculas sin exigir los documentos que se requieren a los estudiantes que no 
estén en capacidad de presentarlos. 
 
• Adecuar instalaciones provisionales en la etapa de emergencia. 
 
• Desarrollar programas de formación y capacitación a docentes que atiendan la Población 
Desplazada. 
 
• Garantizar el cupo en los establecimientos educativos para las personas desplazadas. 
 
 
 El Decreto 2007 del 24 de septiembre de 2001, reglamenta parcialmente los artículos 7o., 
17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la población rural 
desplazada por la violencia, en el marco del retorno voluntario a su lugar de origen o de su 
reasentamiento en otro lugar. 
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 Por su parte, el Decreto 250 del 7 febrero del 2005 señala que el sector educativo debe 
con respecto a la población desplazada: 
 
• “Fortalecer la prestación del servicio educativo en zonas de retorno y reubicación de 
Población Desplazada”.  
 
• “Mejorar la calidad de la educación mediante el desarrollo de planes y programas de 
capacitación de docentes, que optimicen los procesos para la atención a la Población Desplazada”  
   
 
 Con el Decreto 250 de 2005, por el cual se expide el Plan Nacional para la Atención 
Integral a la Población Desplazada para la Violencia, en cumplimiento a lo señalado en el artículo 
9 de la Ley 387 de 1997, el cual está estructurado de forma sistémica e integral de manera tal que 
mediante los principios orientadores y de intervención, señala los parámetros filosóficos y la 
naturaleza jurídica de las acciones institucionales; define los conceptos y competencias en cada 
una de las fases de la prevención y atención al desplazamiento; establece los alcances de la 
cesación de la condición del desplazado, regula los sistemas de información y seguimiento a las 
acciones definidas y determina un esquema institucional de respuesta integral 
 
 
 
5.5. MARCO TEÓRICO 
 
 El desplazamiento forzado en Colombia representa una situación de tal gravedad que la 
Corte Constitucional, en sentencia de tutela T-025 de febrero de 2004, determinó que configura 
un "Estado de cosas inconstitucional". Es decir, se ha presentado un sistemático incumplimiento 
de la obligación primaria del Estado de brindar protección y atención integral a la población en 
riesgo o en situación de desplazamiento.  
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 En agosto de 2005, la Corte Constitucional expidió los autos de seguimiento números 
176, 177, 178, luego de la audiencia pública que mostró elevados niveles de incumplimiento 
gubernamental de las órdenes emanadas de la sentencia T-025 de 2004.  
 
 A través de estos instrumentos, la Corte estableció nuevos plazos y delimito las 
responsabilidades institucionales frente a una serie de metas concretas de realización efectiva de 
los derechos de las personas desplazadas. Desde este momento, el gobierno ha reportado una 
serie de informes que fueron evaluados por la Corte y que constituyen la base del 
pronunciamiento del auto 218 de Agosto 11 de 2006.  
 
 
 Esta conclusión se desprende de una serie de problemas detectados por la Corte, en este 
campo la política debe basarse en el reconocimiento de la autonomía territorial por parte del 
gobierno nacional, y en el reconocimiento del grado de responsabilidad que les asiste a los 
gobiernos territoriales frente a los derechos de los desplazados. 
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6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
  
Se trata de una investigación socio-jurídica, lo que implica que es un ejercicio que vincula los 
aportes de otras disciplinas a los estudios de derecho. 
“la investigación social aplicada se expresa en las políticas públicas o en el desarrollo de 
tecnologías sociales, en las instituciones y la manera como se instituyen y a la vez moldean el 
quehacer cotidiano de la gente” (Plata, 2005, p.02). 
  
 
6.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
Consideramos que el enfoque descriptivo dentro de la investigación aportará elementos 
importantes para alcanza el objetivo general propuesto. 
 
 
6.3. FUENTES DE INFORMACIÓN  
 
 Constitución política, sentencias, artículos relacionados con el tema de desplazamiento 
forzado por omisión 
 
 
6.4. RUTA METODOLÓGICA 
 
 
          Para comenzar a hablar de la Responsabilidad Extracontractual del Estado en los casos de 
desplazamiento forzado por omisión en Colombia, es necesario remitirnos al  Centro de 
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Memoria Histórica,  quienes en una serie de cuatro libros, publicados en el año 2015, han 
resaltado las mayores problemáticas del país, por los cuales se ha afianzado la práctica del 
desplazamiento forzado. 
                                     
 
 
         Como referencia queremos mostrar que en la publicación  «Una nación desplazada», , 
realizada por la UNICEF,  se habla que más de seis millones de personas se han visto forzadas a 
desplazarse dentro y fuera del territorio nacional, abandonando sus hogares y sus tierras, sus 
bienes, sus costumbres, sus comunidades y sus medios de vida, podemos decir, que incluso la 
magnitud de este fenómeno es comparada como si imagináramos el éxodo  de dos terceras partes 
de los habitantes de Bogotá, o la sumatoria de todos los habitantes de las ciudades más pobladas 
del país como Medellín, Cali y Barranquilla; o de manera más dramática en el escenario 
internacional, basta con imaginar el éxodo de la población entera de países como Dinamarca, 
Finlandia, Singapur o Costa Rica. A pesar de que esta elevada cifra ha ubicado a Colombia como 
el segundo país con la mayor crisis humanitaria en el mundo, durante la mayor parte del siglo 
XX, e incluso a comienzos del siglo XXI, el desplazamiento forzado permaneció como una 
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problemática inadvertida e invisibilizada bajo la justificación de que se trataba de una 
consecuencia o “efecto colateral” a las cinco décadas continuas de conflicto armado interno. 
 
 
Evolución de número de personas desplazadas forzosamente en Colombia (1980-2014) 
 
 
 
 
 
            Es preciso mencionar que la condición histórica de Colombia con respecto a la violencia 
que se agudiza por el conflicto entre los sectores armados,  afectando en forma directa a la 
población civil menos favorecida, hecho que ha desencadenado el desplazamiento forzado de los 
sectores rurales a las ciudades capitales y Municipios que no han sido afectados por este 
fenómeno, generando una concentración de familias ajenas la región, que se asientan en forma 
irregular, creando  un entorno marginal, propenso  para la generación de conductas delictuales. 
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       Según el Centro de Memoria Histórica, entre los años 1980- 1988, el desplazamiento forzoso 
se presentó de forma silenciosa, debido al auge del paramilitarismo, narcotráfico,  y el resto de 
grupos armados alzados en armas que habían tomado fuerza. Este fenómeno predominó en 
Urabá, Magdalena Medio, Córdoba. 
 
 
       En el desplazamiento en Colombia en un período denominado “contemporáneo”. Se vivió un 
gran éxodo, marcado con más de dos millones y medio de personas expulsadas de sus territorios, 
debido a la evolución latente del paramilitarismo. 
  
 
           Al realizarse un análisis documental sobre tema de reparación directa de víctimas por 
desplazamiento forzado, se encuentran diferentes teorías sobre las causas y consecuencias de este 
fenómeno social,  tratando de resolver los cuestionamientos sobre la eficacia de las medidas, 
planes, proyectos, y políticas de los entes Gubernamentales y Municipales,  en la reparación 
directa a las víctimas de la población desplazada por la violencia. 
 
 
          Refiere el autor de “UNIDAD TECNICA CONJUNTA, (UTEC).” Guía de atención 
integral a la población desplazada por la violencia en Colombia. Tomo I. Bogotá D.C, Colombia. 
Diciembre del 2007. 
 
                “ En Colombia desde la década de los años ochenta se ha presentado un incremento  de la 
violencia tras el resurgimiento de  fuerzas insurgentes, en protección de los derechos de los más pobres, 
haciéndose denominar como el ejercito del pueblo, las FARC,  y para  finales de los años noventa aparece 
un nuevo grupo armado conocido como Autodefensas Unidas De Colombia (AUC), con el propósito de 
contrarrestar la ola de secuestros realizada por  este grupo insurgente”. (Guía de Atención Integral a la 
Población Desplazada por la Violencia en Colombia, 2007) 
 
 
 
          Lo expuesto  es  la realidad del conflicto en Colombia,  dos grupos armados que se 
disputan  un territorio estratégico para su fines delictivos, lo  que necesariamente  les  otorga 
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poder, control político y militar de las  regiones que son de su influencia, además  del manejo de 
las  rutas del narcotráfico, que les  genera  ganancias de miles de  millones de  dólares;  como 
consecuencia  de este  problema y  en medio de este fuego cruzado, como es su deber legal,  
intervienen  las  fuerzas del Estado para  recuperar el control de los territorios,  y garantizar los 
derechos fundamentales de los ciudadanos,   donde el estado con el uso de su fuerza pública tiene 
que intervenir para  brindarle seguridad y protección a las comunidades que se ven inmersas  y 
directamente afectadas por el enfrentamiento militar entre los grupos ilegales  y las fuerzas del 
orden. 
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      Es evidente  que  por muchos años estuvo en silencio; la problemática de los desplazados por 
la violencia,  campesinos  que   se dedicaron al cultivo de la tierra,  hoy padecen el abandono del 
Estado y la falta de seguridad militar en las zonas afectadas por el conflicto ,  esto generó que los 
campesinos dejaran de sembrar  alimentos y empezaran a  sembrar cultivos ilícitos como son la 
coca, marihuana, amapola y otros, que  les generaron  ingresos impensables  en muy corto 
tiempo, sin imaginar que esta actividad ilícita, es el caldo de cultivo  de una guerra sin tregua, que 
los obliga a abandonar las tierras y  a huir de sus regiones  desplazados  a  mendigar a las grandes 
ciudades, y a poblar los sectores marginales y suburbanos  de las ciudades capitales. 
 
 
           Colombia  está actualmente  ubicada en el  primer puesto a nivel mundial con el mayor 
número de desplazados tras el conflicto interno (ACNUR reporte de  acciones 2010), él  se 
encuentra vigilado por los organismos internacionales como la organización de las naciones 
unidas (ONU), y la corte internacional de derechos humanos (CIDH), que protegen los derechos 
humanos obligando al  Estado a tomar medidas de protección a la población desplazada; por lo 
cual  Colombia  se ha convertido  en el primer país que aplica  una política  de atención a la 
población desplazada. 
 
 
            Pero antes de entrar a polemizar el asunto de cómo se encuentra Colombia frente a los 
estamentos internacionales con relación al fenómeno de desplazamiento forzado es importante 
hacer relación a lo que reseñan los tratados internacionales suscritos por el país sobre el tema ya 
que debe hacerse énfasis en la importancia de la aplicación, ratificación y cumplimiento de los 
convenios y tratados sobre derechos humanos en Colombia, el análisis de las generalidades y 
fundamentación constitucional y de bloque de constitucionalidad de la promulgación, defensa y 
cumplimiento de los tratados y convenios internacionales de derechos Humanos y derecho 
Internacional Humanitario ratificados por Colombia, haciendo especial énfasis en la 
responsabilidad del estado frente a las víctimas por violación de los derechos humanos, tomando 
como punto de deducción y análisis argumentativo el tema de la incidencia del desplazamiento 
forzado como factor y causantes de estas violaciones y cuál es el tipo de reparación que debe 
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asumir el Estado colombiano de acuerdo a las directrices de los estamentos internacionales de los 
cuales Colombia hace parte. 
 
  
           Además el mismo Aguilar al hablar de responsabilidad internacional del Estado por 
violación de derechos Humanos, conceptúa: 
                      “las relaciones jurídicas de responsabilidad u obligaciones secundarias que sobrevienen a la 
violación o incumplimiento por los Estados de las obligaciones primarias que enuncian ora la Carta de la 
OEA ora la Convención Americana, están sujetas -sin perjuicio de las otras disposiciones específicas que 
emerjan de tales instrumentos- a los principios generales de responsabilidad del Estado por hecho ilícito; 
que no son otros que los mencionados ut supra como objeto de la codificación que tiene actualmente a su 
cargo la Comisión de Derecho Internacional. Ello es así, cuando menos, en lo atinente a la imputación o 
atribución al Estado de acciones u omisiones internacionalmente ilícitas y, de manera general, en lo que 
hace a la determinación de las consecuencias jurídicas que tales acciones u omisiones aparejan de 
ordinario”.  
 
 
 
           Es así que sobre el fenómeno del desplazamiento forzado y violación de derechos 
humanos, se debe mencionar que la intensificación del conflicto armado en Colombia restringe 
seriamente la gobernabilidad, porque la migración forzada constante de indígenas hacia las 
capitales del país, así como el aumento de personas amenazadas en su vida e integridad personal 
por parte de grupos insurgentes, de la delincuencia común y de grupos de justicia privada, 
convierten el desplazamiento en un problema de grave violación de derechos humanos, que lo 
convierten en hecho internacionalmente ilícito, que toca a toda la ciudadanía, por lo tanto es 
necesario examinar si las políticas para el tratamiento de este. 
 
 
           El desplazamiento forzado en Colombia representa una situación de tal gravedad que la 
Corte Constitucional, en sentencia de tutela T-025 de febrero de 2004, determinó que configura 
un "Estado de cosas inconstitucional". Es decir, se ha presentado un sistemático incumplimiento 
de la obligación primaria del Estado de brindar protección y atención integral a la población en 
riesgo o en situación de desplazamiento.  
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           En agosto de 2005, la Corte Constitucional expidió los autos de seguimiento números 176, 
177, 178, luego de la audiencia pública que mostró elevados niveles de incumplimiento 
gubernamental de las órdenes emanadas de la sentencia T-025 de 2004.  A través de estos 
instrumentos, la Corte estableció nuevos plazos y delimito las responsabilidades institucionales 
frente a una serie de metas concretas de realización efectiva de los derechos de las personas 
desplazadas. Desde este momento, el gobierno ha reportado una serie de informes que fueron 
evaluados por la Corte y que constituyen la base del pronunciamiento del auto 218 de Agosto 11 
de 2006.  
 
           La conclusión básica de este documento indica que, “(…), a pesar de que se ha informado 
a la Corte sobre ciertos avances importantes en áreas críticas de la política de atención a la 
población desplazada, no se ha demostrado que se haya superado el estado de cosas 
Inconstitucional declarado en la sentencia T/025 de 2004, ni que se esté avanzando en forma 
acelerada y sostenida hacia su superación. (…)” . 
 
         Esta conclusión se desprende de una serie de problemas detectados por la Corte: 
 
        La ausencia general de indicadores de resultado significativos basados en el criterio el “goce 
efectivo de los derechos” de la población desplazada en todos los componentes de la política, a pesar del 
avance de algunas entidades al respecto. Por esta razón la Corte decide devolver al gobierno los informes 
presentados y solicita un nuevo informe basado en indicadores que permitan evaluar el cumplimiento de 
las órdenes impartidas. Simultáneamente abre la posibilidad de conocer sistemas de indicadores 
presentados por la sociedad civil. 
 
 
 
         La no diferenciación entre la atención recibida por los desplazados recientes frente a 
quienes se desplazaron antes de la adopción de la sentencia T-025 de 2004 y los Autos 176, 177 y 
178 de 2005. Este aspecto es de vital importancia porque no es admisible que las políticas 
públicas aun no tengan la capacidad de atender los derechos de personas recientemente 
desplazadas, luego de dos años de expedida la sentencia T-025 de 2004 y luego de un década de 
expedida la Ley 387 de 1997. Por esta razón la Corte demanda al gobierno un informe sobre la 
situación de las personas desplazadas en las localidades recientemente afectadas. 
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       En materia de protección se destaca la escasa seguridad para los procesos de retorno de la 
población desplazada a sus tierras y la ausencia de un enfoque de prevención de causas del 
desplazamiento, dentro de la política pública de atención a la población desplazada, y en 
particular dentro de las operaciones militares y de seguridad adelantada por el Estado. 
 
 
        El auto 218 de 2006 de la Corte Constitucional, muestra los problemas estructurales de la 
política pública del desplazamiento forzado y abre la posibilidad de nuevas experiencias de 
audiencia pública para examinar el informe que presentó el Gobierno Nacional el 13 de 
septiembre de 2006, así como  los indicadores de seguimiento pensadas desde un enfoque de 
realización de derechos. 
 
 
       La sociedad colombiana debe respaldar la gestión de la Corte en esta materia, porque con 
ello está en juego la eficacia de la acción de tutela en Colombia, la existencia de una línea 
jurisprudencial garantista, que es producto del sistema de control constitucional independiente 
establecido en la Constitución de 1991 y, lógicamente, la suerte de los desplazados que es la 
misma suerte de Colombia como proyecto de nación.  
 
       Desde una perspectiva de realización de derechos, la prueba de cumplimento de esta 
sentencia no puede ser otra que la transformación de las condiciones de precariedad social que 
hoy viven las comunidades desplazadas. 
 
 
     Es de anotar que la población desplazada ha hecho uso del recurso de protección más 
destacado del Estado Social de Derecho, como es la Acción de Tutela para reclamar sus  
Derechos Fundamentales vulnerados con el desplazamiento como son: el derecho a la vida, la 
igualdad, la integridad personal, la paz, la dignidad, la libertad, a residir en lugar elegido, a la 
libre locomoción, a la protección estatal, vivienda digna, al mínimo vital, acceso a la educación, 
libertad de escoger profesión u oficio, a la propiedad y al libre desarrollo de la personalidad entre 
otros. 
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7. CONCLUSIONES 
 
 
 
 Resulta importante anotar que CORREA NÉSTOR RAÚL. Abogado de la Universidad 
Pontificia Bolivariana de Medellín. Con dos especializaciones y una maestría, en la Universidad 
de París II – Panteón Sorbona, en derecho administrativo, internacional y público. Fue asesor de 
la Asamblea Nacional Constituyente y magistrado auxiliar de la Corte Constitucional. Ejerce 
como abogado independiente. Miembro del grupo de investigación estudios de derecho público. 
Contacto: nrc@cable.net.co . Expresa en su artículo Universitas. Bogotá (Colombia) N° 114: 
251-290, julio-diciembre de 2007. Lo siguiente: 
 
Colombia vive desde hace varias décadas un conflicto armado interno. Grupos 
guerrilleros se han alzado contra las instituciones y han desafiado a la sociedad y al 
Estado. En el contexto de ese conflicto, algunos sectores, particularmente 
terratenientes, políticos, militares y narcotraficantes, han organizado grupos de 
autodefensa o paramilitares, que han terminado por incrementar el número y la 
intensidad de las violaciones de la sociedad civil. Tanto la guerrilla como los 
paramilitares se nutren del narcotráfico, violan las normas del derecho 
internacional humanitario y dan cuenta de un mal-estar mental. (Universitas. 
Bogotá (Colombia) N° 114: 251-290) 
 
 
 De acuerdo a lo reseñado, se puede concluir, que en Colombia, las políticas aplicadas por 
cada Municipio, están  plasmadas en su plan de gobierno, y refieren  de una manera clara y 
precisa las políticas y planes de gobierno orientados a proteger y ayudar  restablecer  los mínimos 
derechos  a  las víctimas del desplazamiento forzado, pero en el momento de aplicarlas, son 
ineficaces y carecen de una estructura articulada entre los diferentes organismos del gobierno 
Departamental y Municipal,  estos planes y ayudas son  coyunturales y transitorios  no responden 
a una política  continuada y coherente, y como consecuencia  solo causan más angustia y dolor  y 
hacen más gravosa la situación de vulnerabilidad y desprotección a que se ve sometido el 
desplazado y su familia . 
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